Asesor de menores. Intervención. 

Reg: 279

Flo: 1476

En la ciudad de Dolores, a los        27        días del mes de noviembre del año dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en la causa nº 86.510, caratulada: "C. N. J.c/ B. Y. s/ DENUNCIA LEY 12.569", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 Const. Prov.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits y María R. Dabadie.

      El Tribunal resolvió plantear y votar la  siguien-

te:

--------------------C U E S T I O N----------------------

      ¿Es justa la sentencia apelada?

--------------------V O T A C I O N----------------------

------A LA CUESTION PLANTEADA EL DR. HANKOVITS DIJO:-----

      I.- Vienen los autos a conocimiento de este Tribunal en virtud de los recursos de apelación interpuestos a fs. 57 contra la resolución de fs. 51/52 y vta. que dene gando implícitamente la exclusión del hogar peticionada, ordena remitir copia de las presentes a la  Dirección  de 

                                                  //////

///// Desarrollo Social de la Municipalidad de Ayacucho y Servicios Sociales de Protección de Derechos del Niño y organismos que correspondan tomar intervención, por el ámbito apropiado para dirimir la cuestión suscitada.

      II.- Analizado lo actuado y más allá de la resolución cuestionada y los fundamentos dados en el memorial que sustenta el recurso de apelación impetrado, primeramente, se advierte que tratándose de la petición de la exclusión del hogar de una menor de edad, no se ha dado la correspondiente intervención al Asesor de Incapaces respectivo. 

      Constituye un presupuesto ineludible de la interven ción del Ministerio Pupilar, la existencia del interés de un menor de edad.

      El art. 59 del C.Civil, con fundamento en la finalidad protectora de la ley, ha establecido una representación simultánea a la de los representantes individuales del menor, la que se extiende a todo acto jurídico en que estén interesados sus personas o sus bienes. Le otorga el carácter de representante necesario y parte legítima, aún cuando esté  representado  por  sus 

                                                   //////

///// progenitores.

      Así considerado como parte, reviste entonces el mismo carácter que los otros intervinientes y como tal debe dársele vista o notificarlo de todos los actos procesales de trascendencia.

      Aunque se admita que en principio, las funciones del Asesor de Incapaces son fundamentalmente de asisten cia y contralor conforme a ciertas normas legales, no puede negarse que el art. 59 del C.C. le confiere carácter de representante promiscuo y de parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria o contenciosa en que los incapaces demanden o sean demandados, y todo ello bajo pena de nulidad (SCBA., 19/8/80, DJBA., 119-682; idem Ac. 41.005, 27-II-90; en igual sentido v, CSJN. Fallos: 312:1580).

      También el Ministerio Pupilar en supuestos de menores bajo patria potestad actúa como parte esencial del proceso por ser representante promiscuo del incapaz estando legitimado para solicitar medidas de prueba que hagan al debido cumplimiento de su función y  al  interés 

                                                   //////

///// del menor y aún suplir la defectuosa defensa  hecha  por los representantes legales o de complementar ésta en la forma que se considere adecuada (arts. 57, 59, 297, 491, 493 C.Civ.).

      Por su parte el art. 494 del Cód. Civil reproduce la norma antes citada, en cuanto ambas establecen que resultará nulo todo acto y todo juicio en que el Ministerio Público no hubiere intervenido cuando así correspondía.

      Se advierte así la trascendencia y amplitud de funciones que tiene el Asesor de Menores y a quien indudablemente no se le puede negar el carácter de parte.

      En autos, si bien se ha ordenado la intervención del Asesor de Incapaces a designar por sorteo de la lista de letrados del Juzgado, en los términos del art. 91 de la ley 5827 (t.o. ley 10.571), tal designación nunca fue realizada en autos.

      Sobre dicha cuestión la CSJN. Recientemente en la causa “P. M. C. y ot. c/ Municipalidad de Coronel Pringles” recurso de hecho-sent. 17/10/2007, ha sosteni do: “que es descalificable la sentencia que, al confirmar 

                                                   //////

///// una resolución, omitió dar intervención al ministe rio pupilar para que ejerciera la representación promis cua a pesar de que dicha resolución comprometía en forma directa los intereses de la menor, lo que importa desconocer el alto cometido que la ley ha asignado a dicho ministerio, y no sólo menoscaba su función institucional sino que acarrea la invalidez de los pronunciamientos dictados en esas condiciones (v, doctrina de Fallos: 305:1945; 320:1291; 323:1250 –voto de la mayoría-; 325:1347).

      Consecuente con lo expuesto, no corresponde que me expida sobre el fondo de la cuestión en cuanto a la procedencia del recurso impetrado; mas sí corresponde declarar la nulidad de la resolución cuestionada ante la falta de intervención del Ministerio Pupilar (arg. arts. 57, 59, 297, 491, 493 494 y concs. Código Civil).

      III.- Por los fundamentos dados, corresponde declarar la nulidad de la resolución apelada, debiendo volver los autos a  la  instancia  de  origen  para  que –mediante juez hábil- se continúe el trámite de la causa con la debida intervención del Ministerio Pupilar,  hasta 

                                                   //////

///// concluir con el dictado de la pertinente sentencia. Costas en el orden causado atento la forma de resolverse la cuestión (arts. 68, CPCC.; 57, 59, 297, 491, 493, 494 y concs. Código Civil).

      Así lo voto.

------LA SEÑORA JUEZ DOCTORA DABADIE ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.--------------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA. CAMARA DE APELACION.-------

 

 

 Dolores,           de noviembre de 2007.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se declara la nulidad de  la  resolución  apelada,  debiendo 

                                                   //////

///// volver los autos a  la  instancia  de  origen  para  que –mediante juez hábil- se continúe el trámite de la causa con la debida intervención del Ministerio Pupilar, hasta concluir con el dictado de la pertinente sentencia. Costas en el orden causado atento la forma de resolverse la cuestión (arts. 68, CPCC.; 57, 59, 297, 491, 493, 494 y concs. Código Civil).

      Devuélvase.-

